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			PRÓLOGO


			Nunca nos gustó el mote de «denunciadoras».


			Porque lo que se buscaba era descalificar nuestro trabajo y alimentar la idea de una persecución política o judicial. Y de esa manera intentar dejar dudas sobre todo lo que veníamos diciendo desde hacía años: que los sucesivos gobiernos kirchneristas habían sido protagonistas centrales de un verdadero saqueo y los instrumentadores de un plan sistemático de corrupción que se había extendido por más de una década y había comprometido ética y judicialmente a muchas personas, funcionarios, empresarios y otros cómplices.


			La investigación que llevamos adelante fue innovadora respecto de todo lo que hasta ese momento se había dicho con relación al patrimonio que Néstor y Cristina Kirchner incluían en sus declaraciones juradas. Ya lo dijimos en el libro Yo acuso. En busca de la verdad y la justicia, que se publicó en 2016 también por Margen Izquierdo.


			Hasta ese momento nadie había prestado atención a las sociedades declaradas como propias por la ex pareja presidencial. Y ahí detuvimos nuestra mirada en el año 2014, cuando ella todavía gozaba de un inmenso poder que intimidaba a muchos, sobre todo por la forma despiadada de su ejercicio con relación a cualquiera que se plantara como detractor.


			No nos ha inspirado ningún resentimiento. Más de una vez hemos aclarado que ni siquiera la posibilidad de una pena de prisión había estado en nuestros objetivos. Sí un fuerte reclamo de justicia.


			Y, por supuesto, la aplicación del artículo 36 de nuestra Constitución Nacional, en cuanto impone la inhabilitación para ejercer cargos públicos a quienes incurrieren «en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento». Estos delitos son asimilados al atentado contra el sistema democrático y están excluidos de los beneficios del indulto o la conmutación de penas.


			Desde la recuperación democrática, la lucha contra la impunidad ha sido un compromiso ético y político para pensar en una Argentina con la plena realización del estado de derecho. Así nos enrolamos en favor de los juicios contra los represores de la dictadura y abrazamos la consigna Memoria, Verdad, Justicia. Y con el mismo sentido también apoyamos la creación de una Corte Penal Internacional para el juzgamiento de los crímenes de genocidio y lesa humanidad que se cometan en cualquier lugar del mundo.


			La impunidad es el no castigo. Significa la renuncia a impartir justicia por quienes están llamados, obligados a hacerlo. 


			De la comisión de un crimen surgen indudablemente responsabilidades, derechos y deberes. Los nuevos paradigmas ubican a las víctimas como el centro de las respuestas que deben los Estados. Es hacia ellas hacia quienes prioritariamente se extienden las obligaciones de los poderes públicos.


			Y de entre los muchos derechos que a ellas se reconocen, la respuesta primaria del Estado es la investigación, el esclarecimiento y la aplicación de una condena. Siempre, en todos los casos.


			Por eso, frente a los delitos vinculados con la corrupción, lo que se impone es reconocer a la sociedad como víctima. Y frente a ella deben concurrir una cantidad de acciones y en particular una acción eficaz de la Justicia para determinar responsabilidades e imponer sanciones. 


			El conjunto social se ha visto vulnerado en su confianza. Pero también ha sido privado del goce de bienes y servicios que debían prestarse en su favor con aquellos recursos que fueron a parar a otros destinos: a los bolsillos o las cuentas de los corruptos. Es acreedora, entonces, de una doble respuesta: la verdad sobre lo ocurrido con la aplicación de una condena. Pero también la reparación material que deberá venir por el lado de la recuperación de los activos apropiados en forma ilegal.


			Hacia todos estos puntos hemos orientado nuestras acciones desde el inicio. No hay cuestiones personales. Ni siquiera meramente políticas. Ya lo hemos dicho: se trata de un compromiso ético, con la sanción sobre el pasado; pero también para tratar de recuperar como sociedad la credibilidad y la confianza perdidas imponiendo otros estándares morales como regla de la acción y la gestión pública.


			Hemos aportado en la Justicia todo aquello que estaba a nuestro alcance y era materia de nuestro conocimiento. La información que pudimos obtener y las conclusiones a las que llegamos luego de tiempo de estudio, consultas, cotejo de documentos y acceso a fuentes primarias. 


			La obligación de denunciar y la convicción de una lucha que tiene, como principal objetivo, impedir que todo pase como si a nadie le importara, o como si nada se pudiera hacer para evitar la repetición de lo que desde hace años cae sobre nosotros como espada de Damocles.


			Lo hemos repetido tantas veces, pero es así de fuerte: el mayor problema de la Argentina no es la corrupción (que, como muchos afirman, existe en todos los rincones del planeta), sino la impunidad de los corruptos, la falta de castigo oportuno. Y eso ha sido, sin dudar, el mayor incentivo para la repetición. Y la principal causa de la pérdida de confianza de que gozan nuestras instituciones, tanto la política como la Justicia.


			No es conveniente generalizar cuando hablamos de «la Justicia». En definitiva, debería estar más vinculada con la virtud del dar a cada cual lo suyo. Es más preciso referirnos a ciertos sectores (no menores ni poco importantes) del Poder Judicial, que, por ineficacia, lentitud o complicidades, han sido los responsables de la demora en las investigaciones, los caminos sin salida y, finalmente, la impunidad como moneda corriente frente a los delitos de la corrupción.


			¿Cómo interpretar este fenómeno en un contexto social que demanda siempre más penas y cárceles (siempre repletas), pero que tolera a los delincuentes de guante blanco y, hasta puede llegar a votarlos ungiéndolos del poder popular que los legitima cada vez para volver a la misma escena del crimen?


			Sin duda, esa mirada tolerante ha sido funcional a la comisión y repetición de los delitos y al no castigo que ha operado como motor para la instalación de verdaderos aparatos o sistemas firmemente instalados en las distintas esferas del poder. 


			Insistimos, entonces, en que la búsqueda de la sanción y de la reparación social fueron desde siempre nuestros objetivos frente a la convicción documentada sobre los delitos que se estaban cometiendo.


			Prestamos atención a las sociedades que se encontraban incluidas en las declaraciones juradas de Cristina Fernández y la primera comprobación fue la irregularidad de su funcionamiento, despertando entonces la sospecha razonable sobre su verdadera misión: se usaban como pantalla para encubrir negocios de los funcionarios públicos con empresarios que eran beneficiarios de las decisiones de aquellos, produciendo resultados económicos en favor de todos, de manera manifiestamente ilegal y con enormes dimensiones.


			Podríamos hablar en extenso de la relación entre el poder y el dinero. Y esa es la síntesis sobre la que recae cualquier análisis acerca de la forma en que se relacionan el ámbito público con el privado, los políticos con los empresarios, los decisores de la gestión con los proveedores, adjudicatarios o beneficiarios de aquellos. 


			No ha sido casual que, en los últimos largos años de vida democrática, se hayan ido debilitando o directamente anulando los organismos de control público. Y que el poder se haya situado en altos niveles inalcanzables para el control social, incluso favorecido por la falta de una ley de acceso a la información pública. No está de más recordar aquí que Argentina fue uno de los últimos países en aprobar esa norma en el año 2016.


			La idea del poder como privilegio y de la omnipotencia de quien decide fueron también parte del esquema que garantizó impunidad durante mucho tiempo. También por los efectos socioemocionales con los que ese poder se impuso, bien generando pasiones furiosas de apoyo, bien en el disciplinamiento fundado en el temor. 


			Somos conscientes de que es difícil luchar contra todo ello casi en soledad. Pero es lo que hemos intentado, sabiendo la importancia y de la urgencia que ello tiene para la Argentina. Por eso, nuestras denuncias, el seguimiento de cada cuestión, las presentaciones con voluntad de cooperar. Y también, en la misma línea, la necesidad de contar cómo había sido nuestro trabajo, tal como lo hicimos en Yo acuso.


			Así lo manifestamos en las primeras páginas del libro, y vale la pena retomar aquí esos dichos:


			«Yo acuso a quienes han sido responsables de robarnos dignidad y degradarnos como sociedad para instalar una cultura de la prebenda de la dádiva de la coima.


			«Acuso a quienes hicieron de la Justicia una espada militante y funcional para consumar el saqueo.


			«Acuso a quienes, aun teniendo todo el poder para cambiar la realidad, dieron la espalda con indiferencia hacia los pobres, a quienes volvieron a postergar para hacerlos simples espectadores de la riqueza que ellos mismos iban acumulando.


			«Y, tomando las palabras de Emile Zola: ‘El acto que realizo aquí no es más que un medio revolucionario de activar la explosión de la verdad y de la justicia’».


			Hemos visto como, en los últimos años, nuevamente algunos sectores del poder judicial han vuelto a ser funcionales a los tiempos y resultados electorales.


			La impunidad está siempre relacionada con el poder y con los poderosos, tanto en el ámbito político como económico. Allí es donde encontraremos siempre a los «intocables». Y no nos referimos en exclusiva a quienes han tenido o tienen a su cargo el enjuiciamiento de los funcionarios del gobierno anterior, sino que como práctica se repite e incluso, a veces, los mismos que fueron tapadera de aquellos pueden volverse los más leales de los presentes.


			Ahora bien, lo que se ha impuesto como discusión necesaria a partir del avance de algunos juicios y la explicitación obscena de los comportamientos y los pagos ilegales y de la riqueza mal habida, es cómo hacer para recuperar, ya que si la corrupción en sí misma es reprochable como comportamiento, mucho peor es que quienes cometieron esos delitos puedan permanecer usufructuando del producto de ellos. 


			Es imprescindible la recuperación de los activos de la corrupción. Y para ello se hace imprescindible la identificación, determinación y localización de esos bienes y de ese dinero.


			Sobre esta cuestión se han abierto muchísimas puertas, pero ninguna ha resultado lo suficientemente certera como para poder avanzar. Con la excepción de algunos bienes particulares, que ya fueron objeto de decomiso. 


			La falta de sanción de la ley de extinción de dominio constituye una verdadera frustración y una demora injustificable para que la sociedad pueda ser resarcida en el daño material y efectivo que se le produjo. Implica la doble injusticia de la privación para algunos y el goce presente y/o futuro para otros. Ahí radica, a nuestro juicio, la gran razón del silencio de muchos de los imputados detenidos: la posibilidad de que su resistencia los lleve, aun condenas mediante, a recuperar su libertad y poder disfrutar de aquello que obtuvieron a través de las conductas ilegales que se investigan, pero sobre las que no parecen conducir exactamente a privarles de esos activos.


			Entre las muchas especulaciones que se han hecho sobre la dimensión del saqueo, advertimos también cierta irracionalidad en el cálculo. No porque no sean realmente enormes los montos de la apropiación ilegal, sino porque no existen elementos de certeza para establecer un número definitivo.


			Por eso mismo, y aunque hemos podido aproximarnos bastante a lo que creemos que es una pista segura, hemos preferido tener la cautela suficiente en cuanto a la cuantificación de estas fortunas y, en gran medida, este libro apunta en tal sentido. Brindar algún marco de certidumbre respecto de cantidades como también sobre hacia dónde debería apuntar la búsqueda. Hemos desarrollado la idea de los testaferros con la seguridad de que es precisamente allí, en los patrimonios de estas personas allegadas a la familia Kirchner, donde encontraremos la explicación y una relativa dimensión para el cálculo y el inicio de las acciones de recuperación. 


			En este sentido, no ha sido causal que Cristina Fernández de Kirchner incluyera de manera específica una respuesta a quienes han hablado sobre la apropiación ubicándola en lo que podría ser «un PBI.»


			Semejante afirmación, que no tiene sustento fáctico real, ha dado lugar a la réplica que podría tomarse en ese único punto y nunca como negación de la existencia efectiva de los delitos y el enriquecimiento económico que produjeron en el patrimonio de la ex Presidenta.


			El costo económico de la corrupción ha sido enorme. Por eso costará mucho ubicarlo en su verdadera dimensión. Se habla de veinte mil millones y esa cifra tal vez pueda considerarse acertada. Pero no debe errarse en la consideración del monto que implica el enriquecimiento personal, en sus patrimonios, de los ex presidentes Néstor y Cristina Kirchner. Allí deberá alcanzarse una precisión inobjetable, porque hacia ese patrimonio real, visible y cuantificable, deberán dirigirse las acciones del Estado.


			Sinceramente, el libro, es una nueva imposición del relato K con formato editorial. En sus páginas Cristina se victimiza y habla del «terrorismo judicial», pretendiendo hacer descargos que nunca hizo en las oportunidades en que fue convocada a sede judicial, aun sabiendo que la instancia de la citación a indagatoria es justamente la oportunidad de ejercitar el derecho de defensa. Vuelve a usar la descalificación como herramienta, que despliega contra quienes la acusan, la cuestionan, la denuncian o la investigan. Y tergiversa los hechos volviendo a entremezclar cuestiones del ámbito privado o de su vida personal con aquellas que hacen a las funciones públicas. 


			En esa línea es que dice que se ha considerado a su gobierno como una asociación ilícita. Y, por supuesto, rechaza esa imputación. Sobre este punto volveremos en el primer capítulo de este libro.


			Lo cierto es que no hay una acusación sobre el gobierno. No podría haberla. Sino que lo que se maneja en el ámbito judicial a partir de muchas de nuestras investigaciones y aportes, es la certeza de la existencia de una banda o asociación ilícita que ella misma lideraba y que utilizó el poder (o más aún, el gobierno) para cometer delitos y enriquecerse a partir de ellos.


			Pese a los esfuerzos que ella misma hiciera en una entrevista con el periodista Luis Novaresio, en 2017, ni en Argentina ni en ningún lugar del mundo puede considerarse normal que la jefa del Estado haga negocios particulares recibiendo pagos de los empresarios contratistas de ese mismo Estado. Eso está, indiscutiblemente, dentro del ámbito del delito penal, lo disfrace como quiera.


			Es necesario también en esta oportunidad aclarar, por si hiciera falta, que jamás el juez Claudio Bonadio nos ha hecho entrega de ninguna documentación, ni de los plazos fijos de la Señora ni ninguna otra. Sí es cierto que muchas de nuestras conclusiones fueron tomadas a partir de un exhaustivo análisis de documentación que se encontraba dentro de las causas judiciales como consecuencia de los allanamientos que en ellas fueron ordenadas y la que accedimos por nuestra condición de amicus curiae o amigas del Tribunal. 


			El cotejo de esos documentos es lo que choca de narices con las afirmaciones que ella hace para descalificarnos. Como también hemos demostrado la intención de trasladar responsabilidades a sus hijos y de insolventarse personalmente mediante la transferencia de sus bienes.


			Ha sido ella misma quien involucró de manera directa a sus hijos Florencia y Máximo trasladando también a ellos las responsabilidades por los delitos cometidos por sus padres. Pero además los incluyó tan de lleno en el manejo de las sociedades y negocios familiares, poniendo en sus cabezas las decisiones tomadas en las empresas, que no pueden ahora eludir su participación necesaria o coautoría con relación a los delitos que se cometieron mediante ellas.


			Reiteramos lo que ya hemos denunciado y comprobado —y ella se empecina en negar—, que es la existencia de sobreprecios en las obras públicas, así como las maniobras para favorecer a Lázaro Báez.


			Resulta llamativo que el repudio de ella sobre parte de la acusación tenga que ver con los montos, reconociendo haber adjudicado en favor del amigo y socio por cuarenta y seis mil millones y habiendo recibido apenas veintisiete millones. Rechazo que hace, obvio, por considerar bajo el monto del retorno. 


			Sin duda, el hallazgo de los cuadernos del chofer Centeno fue una vuelta de tuerca muy fuerte en la investigación de la corrupción. Por primera vez aparecen claramente explicados los movimientos, quiénes eran los que pagaban, a quiénes y hasta cómo se trasladaban esos dineros que, en casi su totalidad llegaban a manos de los entonces presidentes Néstor y Cristina Kirchner. 


			Ella habla de una causa armada («construyeron la causa de las fotocopias de los cuadernos», escribe). Por lo menos, debería reconocer que el sustento de esa causa dejaron de ser los datos escritos de puño y letra del chofer y reconocidos por él mismo, para pasar a ser los testimonios de protagonistas arrepentidos que abundaron en datos y detalles sobre la operatoria de corrupción de los gobiernos kirchneristas con identificación de sus protagonistas en los distintos eslabones de esa cadena de favores.


			El libro podría haber sido usado para un descargo que tampoco hizo en cada oportunidad que tuvo en Comodoro Py. Ella se siente cómoda en la repetición de sus denuncias de persecución y asombra incluso con una afirmación temeraria que no debería dejarse pasar: «la estigmatización de los dirigentes populares».


			Nuevamente esa expresión que fue tantas veces usada para negar la realidad. No es causal que se hablara de la estigmatización de los pobres cuando estos eran escondidos en un Indec que dejaba de medir y de informar. 


			Los dirigentes populares están llamados a no traicionar el ejercicio de las funciones que se les encomiendan con el carácter de servicio público. No han sido empoderados para utilizar esos lugares en beneficio propio. El sistema democrático les ha vedado absolutamente la consideración del cargo como un privilegio y la posibilidad cualquiera de hacer negocios con el Estado a partir de su ejercicio.


			Por eso, este libro viene a cubrir un paso necesario para demostrar de manera más efectiva qué es lo que ha pasado. Ya no se trata solo de la tipificación de las conductas, sino de la localización de los canales ilegales de la corrupción por donde se ha ido la plata de los argentinos. Es posible determinarlo. Ojalá contemos con una Justicia eficaz en la búsqueda, el hallazgo y la recuperación. Porque en ese camino también podremos reconstruir la verdad y la confianza.


			Hay que despejar definitivamente las sospechas sobre que todo es igual en la política. Hay que impedir que el oportunismo se imponga como regla. Que las conveniencias superen a las convicciones. Que la grieta provocada desde dos extremos que no tienen sentido humano ni ético vuelva a ganarnos la carrera. Hay que sentar bases serias para honrar nuestro tiempo y poder ofrecer un futuro que nos dignifique.


		




		

			Capítulo 1




	

			Ella miente


	





			Hablemos de relatos. De la búsqueda de la verdad y de mentiras camufladas. De tesoros enterrados. De dinero sucio. Digámoslo con todas las letras. Saquemos a la luz lo que estaba destinado a permanecer oculto para siempre. De hechos se trata, pero también, de palabras. A pocos días de terminar esta investigación que nos llevó más de cinco años de arduo trabajo, nos enteramos de que Cristina Fernández de Kirchner publicaba su libro. El título, Sinceramente, nos generaba mucha expectativa. Nos intrigaba conocer el secreto de su fortuna. Cristina había comenzado en 2007 su mandato como presidenta de la Nación con apenas $132.500 pesos de activos y culminó su segunda presidencia en 2015 con más de 77 millones de pesos. Un crecimiento exponencial. 


			Aunque habiendo llegado a un conocimiento bastante profundo de su personalidad, no parecía razonable esperar una autocrítica. Si algo ha caracterizado a Cristina Fernández de Kirchner y ha quedado claramente explicitado en todos estos años, es que la humildad nunca será un rasgo que pueda exhibir en su favor. Por el contrario, el autoelogio quedaría una vez más plasmado en este libro que pretende ser una autobiografía dirigida a dar inicio a una campaña electoral que volverá a tenerla como protagonista principal.


			Podría, de todos modos, haber sincerado su propia historia personal, con algún dato que facilitara a quien estuviera dispuesto a creer en esta remake del relato. Cambiado el tono, no ha cambiado la esencia. El libro de Cristina Fernández es, nuevamente, Ella misma. Desde el pedestal en el que durante muchos años dirigió los destinos de la Nación y también la administración de los negocios familiares. Siempre Ella, ahí arriba, un lugar desde donde poder mirarnos a todos con la superioridad de quienes se sienten «elegidos» y a quienes el resto debemos pleitesía y hasta agradecimiento por haberlos tenido ahí para guiar nuestros destinos. Una vez más, la Cristina a la que no merecemos aquellos que nunca alcanzamos a comprender la virtuosidad de ese liderazgo tan particular. Ella, la elegida.


			El libro vuelve sobre las mismas formas de las que ella siempre intentó valerse, para gobernar, para ejercer poder y enriquecerse con él. Y para construir desde la nada de su derrota electoral, un nuevo engaño, tan pero tan potente, que hasta podría existir la posibilidad de que vuelva a gobernar.


			No se puede eludir esta consideración cuando ya estamos en marcha con un nuevo proceso electoral. Y, para tomar el «sincera-miento» que ella ha propuesto, debemos reconocer que este libro será el intento, una vez más, de evitar la repetición del engaño. Porque efectivamente, duele pensar que a muchos les satisface, los conforma o los resigna, saber que podemos ser víctimas de un robo frente mismo a nuestras narices, sin voluntad de frenar el nuevo golpe. 


			No corresponde introducir aquí las responsabilidades que tiene el actual gobierno de Mauricio Macri el haberle dejado a esta señora el lugar de la oposición en que hoy está situada, por incapacidades, errores, brutalidades o simples especulaciones electorales. Pero lo cierto es que existe una proporción no tan pequeña que parece dispuesta a reincidir en el voto a quien ha llevado adelante el mayor saqueo de las arcas públicas en beneficio propio. Y eso ha sido comprobado.


			Es necesario entonces que, a partir de la información veraz, objetiva y documentada que intenta aportar esta publicación, pueda generarse una apreciación diferente ya no sobre el pasado, cuya realidad es tan incontrastable como inexorable en sus consecuencias, sino, de cara al futuro al que aspiramos encaminarnos. ¿Estamos nuevamente dispuestos a participar pasivamente de este nuevo relato? ¿Realmente pensamos entregarnos una vez más a las manos y decisiones de unos pocos que construyeron su riqueza con la facilidad de un pueblo mirando hacia el costado? Haciendo (o soportando) las mismas cosas, no será posible encontrar un resultado diferente.


			Volviendo al meollo de nuestra investigación sobre los hechos de corrupción como la fuente directa del enriquecimiento de la familia Kirchner y estudiando la trama de sus negocios particulares al tiempo en que ejercían la administración de los recursos públicos, trataremos de analizar ese «sincera-miento», contrastando con los elementos documentales que sostienen nuestra investigación.


			El libro de Cristina Fernández de Kirchner es más de lo mismo. Nunca, ni siquiera en las oportunidades en que se presentó en la Justicia, ni en su libro ha justificado el enriquecimiento desmedido de su capital. Tenemos la convicción de que no podría hacerlo. Eso consolida nuestra convicción sobre la ilicitud de su evolución patrimonial. No existe una fórmula que, por vía de la legalidad, lo haga posible. Y ella nunca brindó ninguna explicación.


			Las reiteradas citaciones a declaración indagatoria en las diferentes causas fueron la oportunidad procesal para el ejercicio de su defensa. Ahí, en ese momento, debía hacerlo. Sin estar obligada a declarar contra sí misma, estaba claro que la convocatoria le permitía demostrar que aquello que se le imputaba no era cierto.


			Sin embargo, solo se paró en sus argumentaciones políticas, rechazando acusaciones, no por inciertas, sino intentando disfrazarlas de una persecución judicial. Acusó a los jueces de pertenecer a un «partido judicial», una especie de grupo de tareas cuya única finalidad era encarcelarla. Descalificó a denunciantes, jueces y fiscales y desconoció todas las pruebas contundentes con que se formaron esos expedientes. E hizo de cada oportunidad una tribuna para que el papel de víctima perseguida le pudiera valer en su nueva carrera hacia la cúspide de la política. 


			En nombre de la hija


			En esta nueva etapa, Cristina Fernández ha incorporado un nuevo elemento para usar en su descargo y en los nuevos ataques que despliega contra el sistema judicial. Valga aclarar en este punto que nuestra descripción de acontecimientos y situaciones no implica una validación permanente y absoluta sobre la acción de toda la estructura del Poder Judicial, sobre el que también tenemos una mirada crítica. Pero, claro está, por motivos absolutamente diferentes, como veremos más adelante.


			Lo que ella viene a usar descaradamente ahora es la enfermedad de su hija Florencia. Lo hace para ampliar con sus ataques una rara forma de defensa, para repeler acusaciones, para dar lástima. O más bien para obtener un rédito político, casi en la línea en que actuó durante varios años a partir de la muerte de su marido, el ex presidente Néstor Kirchner. Expone innecesariamente a su hija Florencia, quien se encuentra en Cuba realizando un tratamiento médico por una enfermedad de la que mucho se habla y poco se sabe. 


			Florencia viajó a Cuba para realizar un curso sobre cine y desde marzo de 2019 no pudo regresar a la Argentina por prescripción médica. Esta situación generó muchas especulaciones debido a los procesamientos que pesaban sobre ella y las iniciaciones inminentes de los juicios orales en los que ambas deberían estar presentes. La falta de información y de claridad sobre el verdadero estado de situación y de paradero han justificado que se vuelvan a tejer sospechas sobre las intenciones con respecto al avance de las causas judiciales. En un comienzo parecía que los jueces serían bien severos respecto de todo esto, pero finalmente decidieron sobrellevarle a Florencia la carga de tener que dar más explicaciones o presentarse. Además, esa discusión servía para distraer un poco la atención sin ir a lo importante, que es la iniciación de los juicios. Aquí la Justicia tuvo un rol que dejó bastante que desear.


			En su libro, Cristina asegura que existió (y existe) una persecución mediática que provocó la enfermedad de su hija. Es importante destacar que nadie persigue a Florencia Kirchner. Queda claro que su propia madre fue quien la metió en semejantes complicaciones judiciales, haciéndola penalmente responsable por hechos relacionados con el lavado de dinero obtenido a través de otros ilícitos cometidos por sus padres. Difícil de entender, de aceptar, pero así ha sido. Los padres se enriquecieron a través de acciones irregulares en el ejercicio de las funciones públicas, y luego introdujeron a sus hijos en la implementación del circuito que serviría para alejar ese dinero de su origen ilegal. Entonces, y en todo caso, es la propia Cristina quien debe preguntarse por qué involucró a su hija en los negocios turbios que mantenía con su marido o por qué la utilizó para esconder el botín familiar en unas cajas de seguridad a su nombre en la sede central del Banco Galicia de la Ciudad de Buenos Aires. 


			Solo para citar algunos hechos que corroboran esta responsabilidad penal, recordemos que Florencia fue miembro del directorio de las dos empresas involucradas en las causas de corrupción que se investigan con relación al patrimonio y el lavado de dinero de los Kirchner: en Hotesur SA fue directora suplente y en Los Sauces SA, vicepresidenta. Es decir que Florencia Kirchner, además de ser accionista de la empresa como consecuencia del fallecimiento de su padre, es decir, como heredera forzosa, se incorporó a la gestión de la empresa. Es muy importante destacar este dato, ya que no existía la obligación por parte de los accionistas de ocupar puestos directivos ni gerenciales en la empresa. Pero siempre estuvo claro que se trataba de empresas y negocios intrafamiliares. Esas sociedades fueron declaradas como propias por sus padres y en tal sentido fueron incorporados sus hijos.


			A Florencia Kirchner se le atribuyó que, en el marco de la asociación ilícita que funcionó al menos entre el 8 de mayo de 2003 y el 14 de diciembre de 2016, ejecutó y dirigió un esquema de reciclaje de fondos de origen ilícito por medio del cual se legitimó a través de la actividad hotelera desarrollada por los hoteles Alto Calafate y Las Dunas una porción del dinero de procedencia ilegítima que era canalizado por las empresas del grupo perteneciente a Lázaro Báez, producto de la defraudación al Estado Nacional. En ese sentido, utilizó una estructura societaria y a partir de su ingreso a la firma como accionista, designó autoridades en el órgano de directorio, aprobó cada uno de los ejercicios económicos de la empresa Hotesur SA entre 2010 y 2013, ratificó la contratación con la empresa Valle Mitre SA y se benefició con el crecimiento de la sociedad familiar y con el retiro personal de fondos.


			A su vez, ejecutó y dirigió a partir de su ingreso y hasta el mes de marzo de 2016 un esquema de reciclaje de fondos de origen ilícito a través de Los Sauces SA, por medio del cual se logró legitimar una porción de dinero de procedencia ilegítima, que era canalizado por empresas del grupo Báez y del grupo Indalo, de Cristóbal López, a través de la actividad inmobiliaria y hotelera desplegada por la mencionada sociedad comercial. Designó autoridades en el órgano de directorio y se colocó a sí misma en el cargo de vicepresidenta a partir del año 2012 —durante dos mandatos de tres años cada uno—, escoltando primero a su hermano Máximo, que ocupó el puesto de presidente del Directorio hasta el año 2015, y luego a su prima Romina Mercado, hija de Alicia Kirchner, quien lo reemplazó.


			Una vez que se encontraba en funcionamiento el mecanismo de reciclaje de activos a través de la firma en cuestión, Florencia Kirchner, junto con su madre y su hermano, adquirió el departamento de la calle San José 1111, de la Ciudad de Buenos Aires, que ocupó como vivienda particular sin abonar ningún canon a la sociedad. Para la primera operación, en su carácter de vicepresidenta —junto con Romina Mercado, quien ostentaba el cargo de presidenta— aceptó la suma de $4.000.000 en concepto de aportes irrevocables de la sucesión de su padre y autorizó la adquisición del inmueble a través de CEDINES, para lo cual facultó a su prima a realizar las operaciones necesarias para el pago y escrituración de la propiedad por la que la firma desembolsó la suma de 370.000 dólares.


			En síntesis, Florencia suscribió actos y retiró dividendos que la Justicia consideró ilícitos producto de las maniobras de lavado de activos.


			Florencia no fue denunciada por nosotras hasta el episodio de las cajas de seguridad del Banco Galicia. Pero ese año (2016) Cristina llevó su egoísmo a un extremo inimaginable. Perjudicar a sus propios hijos para intentar salvarse. Después de muchos reclamos por parte de Florencia, decidió ceder sus bienes a sus hijos y que fuera su hija menor quien escondiera el dinero que la Justicia buscaba embargar.


			Una de las pocas cosas que Florencia podía compartir con su madre era el gusto por las carteras lujosas de marcas internacionales como Gucci, Hermes, Prada, Dior, Valentino, Louis Vuitton o Chanel. Antes de cada viaje presidencial, Florencia le requería al secretario de su madre, Mariano Cabral, que pasara por las imponentes tiendas y adquiriera no menos de diez carteras para su madre y otras tantas para ella. Seleccionaba cuidadosamente cada cartera y solicitaba, con expresas indicaciones, qué modelos había que comprar para que no hubiera equivocaciones.


			Algo que caracterizó a los Kirchner durante los doce años de gobierno fue la utilización de los recursos del Estado como propios. Utilizaban, por ejemplo, los aviones de la flota presidencial para llevarles los diarios del día cuando estaban en Santa Cruz. Pero lo aviones no solo funcionaban como «diarieros» sino que también podían trasladar sobres con documentación, personal doméstico, muebles, televisores y materiales para los hoteles de los Kirchner, como también a personas: las amigas de Florencia, o al peluquero de Cristina para una ocasión especial.


			La modalidad era la siguiente: empleados de LADE (Líneas Aéreas del Estado) llevaban el catering hasta Aeroparque. En el camino pasaban por la Casa Rosada, donde era recogida la síntesis de prensa. Luego, en un quiosco de Aeroparque compraban los quince o veinte diarios del día. El personal de LADE llevaba hasta el avión tanto el catering como los diarios y la síntesis. Al aterrizar, la tripulación le entregaba los diarios a custodios que se acercaban hasta el avión. Los aviones salían a las 6 de la mañana de Aeroparque todos los días, cuando ellos estaban en Río Gallegos o en El Calafate.


			Mientras los Kirchner impulsaban la frase «la Patria es el otro», practicaban el slogan «el Estado es nuestro».


			Lamentamos de verdad los problemas de salud de Florencia. Pero eso no tiene nada que ver con las causas judiciales. Su madre alega que solo revistió la condición de accionista por las reglas del derecho sucesorio, que no había intervenido en su giro comercial ni en su administración. Este argumento se contradice con la realidad de los hechos, pues esa calidad la posiciona en un lugar especial, dado que no se trataba de «bienes» heredados que no producían frutos, sino que recibía el producido de esas actividades, y por lo tanto no puede desconocer ni desligar a ella de su responsabilidad. En efecto, su accionar demostró el manejo personal y directo que realmente tenía de la empresa —como si fuese administradora—, que actuó como un medio para transferir los montos correspondientes de las operaciones que efectuó hacia sus accionistas.


			Florencia bien podría haber recibido los bienes heredados, pero sin utilizar los frutos producto del ilícito. Tampoco ocupar cargos directivos en las empresas y firmar balances y documentos avalando las operaciones ilícitas. Cabe recordar que no estaba investigada en ninguna causa y fue su propia madre la que, aprovechándose de esta situación, utilizó a su hija para que ocultara el botín en cajas de seguridad a su nombre, a los fines de evitar embargos y medidas cautelares.


			Retomaremos esta cuestión más adelante, pero no podemos soslayar aquí que fue en momentos en que advertimos sobre lo que estaba ocurriendo, desnudando la intención de insolventarse y los diversos traspasos y conversiones de dinero, billetes, monedas y papeles, cuando recibimos duros ataques, insultos y descalificaciones de la Señora de Kirchner. Sin embargo, todos nuestros avisos fueron cotejados luego en los procesos judiciales y hasta registrados por alguna cámara no autorizada que se inmiscuyó en el lugar donde se realizaba la apertura de la caja de seguridad de Florencia y que registraba con claridad la existencia de los millones de dólares que intentaban eludir controles, trabas y miradas indiscretas.


			Otra vuelta de relato


			Volviendo al «sincera-miento», Cristina miente alevosamente. Afirma que llegaron a la Presidencia con una considerable fortuna. Si bien es cierto que cuando Néstor Kirchner llega a la Casa de Gobierno en el año 2003, la pareja contaba con más de veinte propiedades en Santa Cruz y en Capital Federal, lejos de ser «abogados exitosos», como ella asegura, eran titulares de propiedades modestas y solo recibían en concepto de alquiler anual un total de 58.000 pesos. Cinco años después, en 2008, y gracias a los empresarios ligados a la obra pública, la entonces Presidenta declaró ingresos por alquileres superiores a los diez millones de pesos ($ 10.000.000).


			En su libro, Cristina intenta inducir al lector a una realidad paralela que nada tiene que ver con lo sucedido. Afirma que en 2007, cuando la agreden a Alicia Kirchner, Néstor decide vender todas las propiedades en Río Gallegos. Al desprenderse de los inmuebles a valor real a diferencia del valor registrado, se produce el crecimiento falso. Una vez más. En 2008 y 2009, los Kirchner utilizan tres terrenos en Río Gallegos para que Lázaro Báez construya complejos de departamentos que luego alquilarían diferentes empresas de su propio grupo durante años.


			Tantas fechas y propiedades la llevaron a cometer un gran error en su relato con relación a la propiedad de la calle Mascarello 441. Este inmueble fue comprado mediante boleto de compraventa del 14 de agosto de 2009 a Negocios Patagónicos SA, empresa de Osvaldo Sanfelice, testaferro de la familia, por tan solo 200.000 pesos. Un año después, el 19 de agosto de 2010, Negocios Patagónicos cedió a Los Sauces SA la empresa de los Kirchner, los derechos, obligaciones y acciones resultantes del boleto de compraventa por un valor de 250.000 dólares. Ni los Kirchner ni Sanfelice brindaron los motivos de la diferencia de más de un quinientos por ciento entre el valor de adquisición de Negocios Patagónicos y la venta a Los Sauces en tan poco tiempo. Tampoco se prueba el pago de las cuotas de Los Sauces a la empresa de Sanfelice, ni la compra de dólares necesaria para llevar a cabo las operaciones. 


			No parece disparatado interpretar el traspaso de esas propiedades entre las mismas personas como un mecanismo destinado a blanquear activos que tenían un origen fuera de la ley. Para que quede bien en claro: 


			

					Los Kirchner compran a empresa de Sanfelice en $ 200.000.


					Un año después, Sanfelice cede el mismo bien a la sociedad Los Sauces de los Kirchner en U$S 250.000.


					Nunca se acreditaron los pagos ni el origen del dinero con que se hicieron.
Otro punto a analizar es la referencia que ella hace a la investigación por enriquecimiento ilícito que llevara adelante el ex juez Norberto Oyarbide. No quedan dudas de la nulidad del sobreseimiento dictado en la causa 9423/2009. Para sustentar esta afirmación, fundamos nuestra convicción en varios ejes y a partir de ello hemos pedido la reapertura, la aplicación de la sanción de nulidad por la existencia de una causa juzgada írrita: (1) 


			


			

					En declaraciones públicas y en indagatoria, el ex juez Norberto Oyarbide da cuenta de que habría recibido presiones para dictar el sobreseimiento. Existen muchas pruebas documentales de estos dichos. 


					Cabe sumar además la investigación periodística y judicial referida a las anotaciones realizadas por Oscar Centeno, chofer de Roberto Baratta y Julio De Vido, que relató en forma minuciosa un sistema de reparto de coimas que terminaba en la Casa Rosada, la Quinta de Olivos y el departamento de la familia Kirchner ubicado en Uruguay y Juncal, en la Ciudad de Buenos Aires. De esa investigación surge que, al menos en veinte ocasiones, durante el año 2008, fueron llevados bolsos repletos de dólares al departamento mencionado. 


					La importante y contundente investigación llevada a cabo por el equipo a cargo del fiscal Gerardo Pollicita en las causas 11352/14 y 3732/16, que da cuenta del aumento injustificable del patrimonio de los Kirchner, principalmente en el año 2008.


					Las declaraciones del contador Víctor Manzanares, quien cuenta que el sobreseimiento fue arreglado con Oyarbide en un encuentro con champagne y masas de por medio. 


			


			Fraudulentamente, Cristina insiste en que las causas Hotesur y Los Sauces fueron inventadas. Pero veamos lo que no cuenta la ex Presidenta. 


			Las acciones de la sociedad Hotesur fueron adquiridas el 7 de noviembre de 2008 por Osvaldo Sanfelice en comisión, esto es, para Néstor Kirchner y Máximo Kirchner. Tres días después de la compra de las acciones, el 10 de noviembre de 2008, Hotesur SA celebró un contrato de locación con Valle Mitre, empresa de propiedad de Lázaro Báez y operadora turística de la Provincia de Santa Cruz. El objeto del contrato era la locación del Hotel Alto Calafate con todo su mobiliario por el lapso de un año. Lázaro comienza a pagar un alquiler exorbitante por el hotel a la familia Kirchner. Pero además se registran contrataciones falsas de habitaciones por parte de otras de las empresas del Grupo Báez, que tendrían como resultado un alojamiento fantasma o simulado en esos hoteles. Lázaro Báez afirmó ante la AFIP que contrató cientos de habitaciones en el hotel Alto Calafate para hospedar al personal jerárquico de sus empresas a cargo de la ejecución de varias obras públicas. Pero estas obras se encontraban entre 300 y 600 kilómetros de distancia del hotel en cuestión. Báez pudo alojar a sus colaboradores en hoteles más cercanos en cada una de esas localidades. O pudo mantenerlos en Río Gallegos —sede central de sus empresas—. Se destaca que cuando Báez optó por contratar al Alto Calafate, eso les permitió a los Kirchner mantener abierto el hotel durante julio, agosto y septiembre, a diferencia de lo que ocurre con otros establecimientos de la zona, que cierran sus puertas durante el invierno. 


			Así, con todo ese flujo de fondos, Báez le garantizó ingresos millonarios al Hotel Alto Calafate, que facturaba seis millones de pesos por año antes del cambio de dueño y al año siguiente, gracias a los convenios con las empresas del grupo Báez, pasó a facturar más de veintiún millones. 


			La riqueza de Lázaro Báez creció en forma desmesurada durante los años en que gerenció el hotel de los Kirchner. En forma simultánea, su fortuna se basó en los contratos de concesión de obras públicas que los mismos funcionarios, el matrimonio —ejerciendo de manera consecutiva la Presidencia de la Nación— le otorgaron. 


			Néstor y Cristina Kirchner tardaron varios años en presentar los balances de su principal empresa ante la Inspección General de Justicia (IGJ). Eso recién ocurrió en fines del año 2014, cuando ya habíamos presentado la denuncia judicial y comenzaban a salir a la luz —como nunca antes— las sospechas sobre el aprovechamiento que se hacía de sus posiciones de poder puestas al servicio de su propio enriquecimiento.


			Durante la Presidencia de Néstor Kirchner existieron denuncias y muchas sospechas bien fundadas sobre los negocios que se alentaban desde las máximas esferas del Gobierno para favorecer a empresarios amigos. Sin embargo, no habiendo existido contundencia suficiente ni pruebas documentales, la sola exhibición del caso a través de los medios dejó abierta la puerta para que impúdicos magistrados sin vocación de investigar que paralizaran las causas, las guardaran en un cajón, o incluso, dictaran algún sobreseimiento.


			Fue con la apertura de la causa denominada Hotesur cuando, por primera vez, se empezaba a poner una mirada firme no solamente sobre la evolución patrimonial, sino también sobre el componente societario de las declaraciones juradas. Ahí fue donde encontramos las razones para profundizar en una investigación que nos llevó a la convicción de que las operaciones de lavado de dinero que el mismo grupo de personas (funcionarios y particulares) llevaba a cabo no eran sino una forma de ocultar que la procedencia del enriquecimiento eran los delitos de corrupción de los que participaban los máximos representantes del poder político.


			Fueron las irregularidades detectadas en el manejo de las sociedades, las transferencias dinerarias las que nos condujeron en esa misión. Y también el proceder cómplice de funcionarios, organismos y sociedades que permitían visualizar ese entramado de relaciones que los propios jueces terminaron calificando como una banda o asociación ilícita (la organización de varias personas con la intención de cometer delitos).


			Hotesur SA había llamado nuestra atención en la declaración jurada de Cristina Fernández y por eso fuimos a cotejar de qué se trataba. Fue entonces cuando detectamos una gran cantidad de irregularidades que solo podían estar motivadas en el ocultamiento de su verdadero origen. 


			Luego de avanzar con ellos, apuntamos hacia la otra sociedad incluida en la misma declaración jurada: Los Sauces SA. Y encontramos mecanismos similares. Esta sociedad también era usada como pantalla para ocultar el origen ilegal de sumas millonarias que manejaba la familia Kirchner y, una vez más, ese dinero era transferido de manera directa por empresarios que habían sido o eran beneficiarios de las decisiones políticas del gobierno proporcionándoles ganancias abultadas. No se podía, entonces, pensar en otra fuente que no fuera la devolución o compensación de aquellos beneficios.


			Máximo, Néstor y Cristina crean la empresa Los Sauces en el año 2006. En los papeles, Los Sauces SA posee un objeto social muy amplio que le permite realizar tareas inmobiliarias, hoteleras, comerciales y de turismo. Su finalidad real siempre fue alquilar los bienes de su titularidad a empresas de Lázaro Báez (Valle Mitre, Loscalzo y del Curto y Kank y Costilla) y firmas de Cristóbal López o Grupo Indalo (Inversora M&S y Alcalis de la Patagonia). En todos los casos fue comprobado por el Tribunal de Tasaciones de la Nación que el valor del alquiler que pagaban era exageradamente superior al valor de mercado.


			En los años 2007 y 2008, la empresa no realizó ninguna operación ni actividad, no facturó ni distribuyó utilidades. Pero como por arte de magia, y teniendo un capital de tan solo 100.000 pesos, compró inmuebles y terrenos por cifras millonarias. Las inversiones más importantes las realizó mediante aportes irrevocables de los socios.


			Toda esta enmarañada operatoria ha tenido por objeto intentar justificar el ingreso del dinero generado por la corrupción, de tal manera que pareciera un negocio legal sobre el cual se pagaran impuestos por un capital que había perdido en el camino sus oscuros orígenes. Para eso ha servido esa estructura de sociedades pantallas y prestanombres. ¿Cómo funcionó esta operatoria? Primero crearon empresas, todas de servicios. De esta manera no era necesario demostrar movimiento de compra y venta o de producción de ningún tipo. Solo era necesario poder demostrar ingresos por alquiler y gastos que se pudieran inflar.


			Supongamos que en cada período necesitaban blanquear veinte millones de pesos. Entonces se inventaban alquileres por esas sumas, se facturaban, se pagaban los impuestos correspondientes y el dinero ya estaba ingresado en el circuito legal. Luego los integrantes de la familia Kirchner retiraban los veinte millones como adelanto de dividendos de la empresa. Circuito cerrado. ¿Y cómo terminaba la historia? Mediante la entrega de parte del dinero obtenido en forma ilegal a las sociedades de la familia Kirchner, a través del supuesto alquiler de inmuebles bajo la firma de contratos que celebraban con Los Sauces SA, empresa dueña de diferentes propiedades en Capital Federal, y en las localidades patagónicas de Río Gallegos, El Calafate y El Chaltén. Y resulta obvio que en dicho proceso se bancarizaran los fondos, ya que es la manera de introducirlos al mercado financiero. Lavado de dinero no es evasión. 


			 Los beneficiados con las decisiones políticas de los gobernantes eran quienes les transferían sumas millonarias a través de figuras jurídicas simuladas. Es evidente que la sociedad solo fue constituida con la finalidad de constituirse en el instrumento jurídico a través del cual se realizaban esos pagos por medio de la maniobra descripta.


			Simuladamente, Cristina Fernández afirma que el dinero de la familia siempre estuvo en el Banco Galicia. Recordemos que durante muchos años y hasta fines del 2015 los fondos de la familia Kirchner estuvieron depositados en el Banco de Santa Cruz, entidad que les pagaba a los Kirchner unas tasas de intereses significativamente superiores a las que pagaba el mercado por operaciones de similares características. En algunos casos superiores al 500 por ciento con respecto a las tasas vigentes en el mercado financiero. 


			Desde el mes de noviembre de 2015, y por lo menos hasta julio del 2016, existieron una serie de movimientos bancarios sospechosos entre las cuentas de Cristina, sus hijos y sus empresas. Estos movimientos tuvieron como único objetivo «mezclar» el dinero de los Kirchner, a efectos de confundir los fondos que provenían de los intereses de los plazos fijos que la familia administró durante años y el dinero que provenía de la empresa Los Sauces SA, sin que tuviera un origen justificable contablemente. 


			La cifra de estos movimientos asciende a la suma de 82.500.000 de pesos, que se trasladaron desde diferentes cuentas de la familia Kirchner y sus empresas. Los miembros del Clan Kirchner abrieron y manejaron diferentes cuentas en el Banco Galicia, en algunos casos en la sucursal Río Gallegos y en otros en la Casa Central de Capital Federal. Lo llamativo es que en un período corto de tiempo, realizaban muchas transferencias y operaciones bancarias que tenían como intención hacer perder el rastro del dinero, como si buscaran mezclarlo. 


			Los fondos del Banco Galicia provenían de una cuenta de la familia Kirchner del Banco Nación. ¿Y cuál era el origen de estos fondos? Desde el Banco de Santa Cruz, cuenta de titularidad de la sucesión de Néstor Kirchner, se transfirieron al Banco Nación la cifra de 32.270.999 pesos correspondientes al período 2012/2015. También existieron transferencias desde las dos cuentas de la empresa los Sauces SA con destino a la cuenta (de los Kirchner) que tenían en el Banco Nación por una cifra de 3.700.000 pesos referidas a los años 2014 y 2015.  


			En una primera etapa, Cristina Kirchner abrió varias cuentas en el Banco Galicia a su nombre (algunas en cotitularidad con sus hijos) y fue transfiriendo diferentes sumas de dinero de otras cuentas de su titularidad en otros bancos a estas nuevas cuentas del Banco Galicia. Se trataba de cifras millonarias que Cristina transfería diariamente sin ninguna justificación. Una vez que el dinero figuraba en el Banco Galicia, ella ponía el dinero a plazo fijo con vencimiento a treinta días. 


			Durante el mes en que el dinero se encontraba inmovilizado por haber sido colocado en un plazo fijo, Cristina recibía sumas periódicas millonarias en sus cajas de ahorro en el Banco Galicia. Este dinero provenía de la cuenta corriente de su empresa Los Sauces SA. Recordemos que esta empresa se dedicaba únicamente a alquilar inmuebles a empresas de Cristóbal López y Lázaro Báez. 


			Una vez que los plazos fijos vencían, al culminar el primer mes, Cristina transfería el dinero producto del plazo fijo más intereses y le sumaba el que había recibido de las cuentas bancarias de su empresa Los Sauces (dinero que había sido depositado por Lázaro Báez o Cristóbal López) a otra cuenta de la que ella era titular, en el mismo banco. ¿Cuál era la finalidad de transferir el dinero en el mismo banco y a otra cuenta de la misma titularidad? Repetimos: únicamente perder el rastro del dinero. 


			La primera etapa implicó el movimiento de casi ochenta millones de pesos (exactamente $ 77.654.749).


			La segunda etapa de esta «mezcladora» de dinero consistía en la licitación de Letras emitidas por el Banco Central de la República Argentina, denominadas Lebac. Estas operaciones existieron entre los meses de enero y febrero de 2016, a la par que se constituían nuevos plazos fijos y se movía el dinero entre las cuentas de la familia. Esta segunda etapa implicó el movimiento de casi sesenta y cinco millones de pesos ($ 64.407.525).


			La tercera etapa implicó la compra de dólares, a través de las cuentas de Florencia y Cristina. De esta forma, Cristina compraba dólares debitando los correspondientes pesos de una de sus cajas de ahorro y depositando el resultado de los dólares en la caja de ahorro de su hija. En otros casos, depositaba los dólares en una caja de ahorro en dólares propia para después poner el dinero en plazos fijos en dólares, con vencimiento a los treinta días. La última fase de esta etapa consistía en transferir los fondos a la caja de ahorro en dólares de Florencia y a dos cajas de seguridad. Así quedó demostrado a través de la orden judicial para la apertura de esas cajas en las que fueron hallados los dólares y que culminó en el mes de julio de 2016 con el embargo de más de cinco millones de dólares (U$S 5.696.144), o su equivalente en moneda nacional, suma que superaba los ochenta y cinco millones de pesos ($ 85.442.160) 


			Estos movimientos no pasaron desapercibidos para el Banco Galicia. Tarde pero seguro, al finalizar el mes de junio de 2016, el oficial de cumplimiento pidió explicaciones a Florencia sobre el origen del dinero que tenía en sus cuentas. La menor de los Kirchner informó que el dinero provenía de sus cuentas del Banco Nación y era producto de la capitalización de intereses de los plazos fijos y del resultado de las actividades económicas, sumado al rendimiento obtenido con la compra de las Lebac. Destacó que el dinero le correspondió en su carácter de legítima heredera y con motivo de la cesión que le efectuara su madre. Para traducir: Florencia aseguró que el dinero era de ella, aunque nunca pudo justificar su origen. 


			Luego de todo este devenir que apenas hemos ido describiendo de manera rápida, y habiendo tantos elementos probatorios incorporados en las casusas judiciales, era esperable una decidida acción de los magistrados para dar fuerte impulso a las investigaciones y el avance del trámite de enjuiciamiento. No fue así. Y llegamos a un año electoral que parece anunciarse como un nuevo parate funcional a la impunidad de quienes cometieron una serie continuada de delitos en contra de la administración pública, conllevando para ellos un enriquecimiento patrimonial injustificado.


			El proceso electoral parece haberse abierto con la presentación del libro de Cristina Kirchner. Nosotras creemos que lo más preocupante ya no es la imposición del nuevo relato, la mentira, la transformación de hechos para acomodarlos a sus intereses y conveniencias. Lo que más alarma es este juego perverso dentro del Poder Judicial, que no encuentra a quienes efectivamente se hagan cargo e impongan a los imputados la obligación concreta de sentarse a enfrentar el juicio oral para rendir cuentas y finalmente ser sancionados por los delitos cometidos. Lejos de eso, vemos cómo los jueces se pasan la pelota para eludir hacerse cargo de las causas de corrupción contra Cristina Kirchner y su banda. Y eso no puede estar tan desprendido de lo que muchos creen ver o preanuncian como un regreso de la ex a un nuevo mandato en la Presidencia de la Nación.


			El Tribunal Oral Federal N° 5 recibió la llamada causa «Los Sauces» en octubre de 2018 y luego de casi 6 meses y vencido en marzo el plazo para recibir las pruebas de las partes, se declaró incompetente para seguir adelante con el juicio oral. El Tribunal señaló que el juez de Instrucción, al momento de dictar el procesamiento (ratificado por las instancias superiores), consideró que otros jueces debían investigar esta causa y de este modo se acumuló la causa Los Sauces con Hotesur y Obra Pública, que fue iniciada en 2016 por el titular de Vialidad Nacional, Javier Iguacel. Así, habiendo transcurrido seis meses y sin expedirse sobre la prueba, el Tribunal N° 5 envió todo el paquete, como en el juego de la mancha venenosa, al Tribunal Oral Federal N° 2, que tenía a su cargo el caso referido a la Obra Pública. 


			El Tribunal N° 2 rechazó la competencia de Los Sauces con un argumento más que lógico: se provocaría una demora innecesaria de todas las causas de corrupción que pesan sobre Cristina Fernández de Kirchner y otros. La Cámara de Casación solucionó el tema y determinó que la causa Los Sauces debía permanecer en el Tribunal N° 5, donde se había originado el expediente. Este último aún demora la fecha de comienzo del juicio. En apariencia, No tiene apuro en avanzar con el enjuiciamiento que podría terminar con una severa condena a varios de los responsables del saqueo producido durante los años de gobierno kirchnerista. 


			La mancha venenosa salpica a todos. Nadie en los tribunales de Comodoro Py quiere hacerse cargo de juzgar a Cristina Fernández. Y mientras tanto, los plazos pasan, los recursos y excepciones llegan. Los argentinos pensábamos que CFK iba a pasar todo el año 2019 sentada en el banquillo de los acusados rindiendo explicaciones. Y ahora, promediando el año, nos encontramos con que ningún juez quiere sentarse en el estrado. Sumándose entonces, también, el riesgo potencial de un eventual triunfo electoral de la imputada con las consecuencias tan previsibles como indeseadas.




			

				

					1. Ver Apéndice II. Pruebas documentales. Ídem para puntos 1, 2, 3 y 4 de la siguiente enumeración.


				


			


		




		

			Capítulo 2






	

			Dónde están los 2.000 millones de dólares


	





			No resulta fácil imaginar un país de ficción donde ocurran las situaciones que la Argentina ha tenido que atravesar y de las cuales terminamos siendo protagonistas de reparto, involuntarios e indignados, pero con muy baja capacidad de reacción.


			No se conoce, ni en la realidad ni en la ficción, algún otro país donde hayan pasado las cosas que aquí hemos vivido. No queremos decir que la corrupción sea un fenómeno exclusivamente local. Pero es que aquí no estamos solo frente a delitos tantas veces propios del poder y la política. Estamos frente a una banda que ha lucubrado una serie de mecanismos y circuitos para, desde la función pública, tomar decisiones, definir beneficiarios directos nunca casuales y recibir pagos de los particulares beneficiados, completando el circuito con el blanqueo de capitales. Mientras el mundo ha comenzado a discutir y sancionar con dureza el delito de autolavado. 


			El propio Néstor Kirchner armó con su entorno una asociación ilícita para cometer delitos en contra del Estado que él mismo conducía. Lo hizo copiando y ampliando la práctica que ya había institucionalizado en el Gobierno provincial que antes tuvo a cargo. Había pasado a jugar en las grandes ligas. Entonces, aquel empresario que quería ganar una obra pública, explotar un corredor vial, recibir subsidios al transporte, relacionarse con el rubro energético, debía entregar un porcentaje de aquellos fondos que el Estado le pagaba. Fondos que eran previamente inflados para generar el «resto» que los empresarios debían pagar a los funcionarios que el Presidente designaba para esta tarea.


			El mismo Presidente luego dejó el mando para un próximo gobierno a su esposa, que continuó con los mismos negocios espurios funcionando con la precisión de un reloj y que continuaron después de la muerte de la muerte de aquel y con los herederos haciéndose cargo, para solventar costosas campañas electorales, comprar voluntades del Poder Judicial y engrosar su patrimonio. Casi emulando una serie de gangsters, los funcionarios públicos involucrados se enriquecieron desmedidamente y los empresarios gozaron del sistema sin quejarse.


			Hemos colaborado en numerosas causas de corrupción aportando pruebas y ayudando en nuestro rol de Amigo del Tribunal (amicus curiae, una figura que refiere a presentaciones judiciales realizadas por terceros ajenos a un litigio, que ofrecen voluntariamente su opinión para colaborar con el Tribunal en la resolución de la materia objeto del proceso, en casos que afecten el interés público) para acelerar las causas de corrupción. Muchas veces nos sentimos agotadas y decepcionadas, pero seguimos adelante. 


			Nunca fuimos impulsoras de la prisión preventiva como comodín a utilizar cuando la ciudadanía exige resultados frente al saqueo que vivimos durante muchos años. Pero sí nos propusimos como objetivo llegar a establecer el destino final de los millones de dólares que Néstor y Cristina Kirchner, junto con sus testaferros, lograron desviar de las arcas del Estado. No fue fácil determinar la ruta de los fondos ilícitos. Pero tampoco es una tarea imposible. 


			Dinero enterrado o escondido en los lugares más insólitos, oficinas convertidas en bóvedas, historias fantasiosas que formaban parte de las leyendas de diferentes lugares donde podrían encontrarse los tesoros. Es difícil separar la ficción de la realidad. Pero lo cierto es que en diferentes propiedades de los Kirchner han podido hallarse habitaciones con puertas blindadas que habrían funcionado como bóvedas donde se guardó el dinero de las coimas K. Una de ellas se ubicaba en el inmueble de Río Gallegos donde funcionaba la Inmobiliaria Sanfelice, Sancho y Asociados. 


			Muchos testigos e imputados colaboradores en causas judiciales hablaron de los millones de dólares que terminaban en Santa Cruz en una bóveda que los Kirchner mandaron construir en un inmueble que luego se vendería a Lázaro Báez. Pero no era el único lugar donde los Kirchner tenían una bóveda. En la inmobiliaria de Máximo Kirchner había una habitación-bóveda. Primero una puerta común parece indicar que detrás hay una habitación, pero al abrir una nueva puerta, esta vez blindada, impide el acceso. Esta bóveda está ubicada en la oficina principal que ocupaba Máximo Kirchner. Un enorme cuadro de Néstor Kirchner con la imagen de Evita de fondo marca la bóveda. En el interior había muebles de guardado en color negro. Parecen estanterías que fácilmente servían para apilar bolsos o cajas con dinero. 


			Bóvedas, bolsos, aviones, dólares. Todo suena abstracto si no encontramos la evidencia. Por eso nos propusimos no solo investigar y denunciar los delitos que cometieron los Kirchner sino, fundamentalmente, encontrar dónde fueron a parar los millones de dólares producto de la corrupción. 
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